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RECONOCIMIENTOS



Todas las ideas y tesis presentadas a lo largo de este ensayo fueron originalmente discutidas con mi esposa y colega Romana Falcón; en repetidas ocasiones tuve que modificar la formulación original como resultado de sus observaciones. Ella siempre ofreció un punto de vista alternativo, apoyado en su conocimiento sobre procesos políticos y sociales del pasado. En su esencia, el manojo de ideas y planteamientos que aquí se presentan, fueron expuestos en algunas de mis columnas semanales del diario Reforma, pero luego se revisaron críticamente y transformaron en algo, a la vez, más amplio y más concreto. Al final, su forma definitiva la recibieron tras pasar por la cuidadosa y profesional revisión de mi editor y amigo, Rogelio Carvajal. Para Romana y Rogelio, mi agradecimiento franco.





INTRODUCCIÓN



Una de las características más notables y a la vez preocupantes del régimen político mexicano inaugurado en el año 2000 es su fragilidad. En parte, esa endeblez del nuevo orden la explica la falta de experiencias democráticas en el pasado mexicano, y en parte porque México se ha topado de nueva cuenta con aquello que Daniel Cosío Villegas advirtió hace 58 años en un ensayo famoso: los efectos de que los dirigentes del proceso político no estuvieran a la altura de las circunstancias.1 Y por si lo anterior no fuera obstáculo suficiente para el buen desempeño del orden naciente, resulta que las circunstancias mismas, en particular el entorno económico y los efectos de las seculares distorsiones de la estructura social mexicana, no resultaron en particular favorables para el éxito del esfuerzo desplegado por una parte de la sociedad —en el origen una verdadera minoría a la que después se sumaron otros grupos— para modificar el secular carácter autoritario de la estructura de poder.


Al inicio de la vida nacional mexicana, el proyecto republicano y democrático se vio frustrado en buena medida porque el Estado fue débil en extremo y los ciudadanos resultaron ser, en su mayoría, imaginarios.2 La sociedad civil, esa serie de asociaciones intermedias que se encuentran entre el Estado y la familia, y que constituyen una base y punto de apoyo indispensable e insustituible para la construcción de una relación sana entre el ciudadano y la estructura formal del poder político, era inexistente. En realidad apenas hoy está surgiendo en México una auténtica sociedad civil.


Las inercias, el tiempo y los límites estrechos de las opciones económicas son tres de los factores centrales en esta ecuación que forman ciudadanía, sociedad civil, Estado, economía y democracia. En teoría siempre es posible una regresión en el interminable proceso de la construcción democrática pero lo es aún más en su punto de arranque y, sobre todo, en las difíciles condiciones socioeconómicas mexicanas. Las fuerzas antidemocráticas del pasado y las inercias históricas, son todavía muy fuertes y visibles y la cultura y las instituciones democráticas en México tienen raíces aún superficiales. Al cerrarse el primer sexenio de la democracia, el viejo partido de Estado, el Partido Revolucionario Institucional (PRI), no había cambiado en su esencia —al comienzo del siglo XXI, la dirigencia priísta, prácticamente en su totalidad, había sido formada y socializada en los valores y prácticas del antiguo régimen— y se mantenía como la organización dominante en más de la mitad de los estados, en centenares de municipios y constituía la mayoría relativa en el congreso federal. Su maquinaria electoral era la mejor estructurada y los recursos económicos a su disposición, los más abundantes. La posibilidad de un retroceso en el proceso político mexicano tenía en un PRI dominado por los intereses y mentalidades del viejo régimen, su puerta de entrada. Desde luego que una vuelta al pasado autoritario propiamente dicho ya no era viable —la sociedad mexicana y el entorno internacional habían cambiado lo suficiente como para hacerlo imposible—, pero sí lo era a alguna forma de degradación de la democracia o de antidemocracia.


Lo magro de los resultados inmediatos del cambio político en la calidad de vida del ciudadano llevó a algunos observadores a sostener que la alternancia en el poder al nivel más alto, la presidencia, no había significado en realidad ese cambio histórico que supone una transición o cambio de régimen. Y esa perspectiva que tiende a minimizar lo logrado por las rebeliones electorales de 1988 y 2000, prevalece más en los espacios de la izquierda pero también en algunos del resto del espectro político. Después de todo, se afirma, el modelo económico siguió siendo el mismo pese a la derrota de su arquitecto, el PRI. La desigualdad en la distribución de los ingresos también persiste y se ahonda; la economía no recuperó dinamismo; el subempleo y la ocupación informal se mantuvieron sin cambio. Por otro lado, la corrupción del pasado no fue de verdad castigada como tampoco lo fueron los crímenes políticos de 1968, 1971 y la guerra sucia que siguió; en una palabra, la impunidad autoritaria continuó como un problema no resuelto en la primera etapa de la democracia. Sin embargo, pese a que esas y otras críticas tienen sustento, no sería justo ni útil al análisis minimizar el cambio que sí ha ocurrido y cuyas mejores posibilidades se encuentran de cara al futuro, pues lo que se abrió entre 1988 y 2000 fue la posibilidad de mantener vivo el impulso transformador. Poco a poco se ha ido institucionalizando la división de poderes, la pluralidad de fuentes de poder y el acceso a fuentes de información antes vedadas, y, en general, el ensanche de las demandas y expectativas en torno a la obligación de la autoridad a entregar cuentas sobre el uso del poder y los recursos públicos. En suma, había ganancias sustantivas y, si se lograba evitar la regresión, los frutos mayores estarían por cosecharse.


Al crítico de los resultados obtenidos en la primera etapa de la vida democrática mexicana, no debería escapársele el hecho de que la alternancia misma pudo no haber sido y el que se haya dado fue, en sí misma, un éxito extraordinario. En ningún lado estaba escrito que el PRI debería haber perdido la elección del año 2000. Ese cambio bien pudo haberse evitado, sobre todo porque la oposición democrática —el PAN y el Partido de la Revolución Democrática (PRD)— enfrascada en sus rivalidades y mezquindades dejó pasar la oportunidad de una alianza temporal que hubiera asegurado una derrota contundente del PRI en las urnas a la vez que un acuerdo político para dar forma a un programa de reformas del Estado que anclara en definitiva la transición y pusiera un seguro contra la posibilidad de una regresión. Al final, la alternancia sólo la hizo posible no el acuerdo de los políticos profesionales sino el llamado voto “útil”, es decir, la decisión de varios millones de ciudadanos de votar por el PAN aunque no estuvieran de acuerdo con su proyecto y lo apoyaran sólo para lograr la puntual derrota del PRI. El “voto útil” fue una propuesta basada en lo que no se quería y a la que le faltó el complemento positivo, pero este último sólo hubiera sido posible con el concurso de las cúpulas partidarias de las dos grandes fuerzas democráticas, concurso que no se dio. El resultado fue que Vicente Fox tuvo que presidir sobre un gobierno dividido y donde, finalmente, el nuevo mandatario prefirió tratar de negociar el cambio con el viejo PRI. Esta debilidad presidencial permitió a un PRI muy desmoralizado sobrevivir en un momento crítico y reconstituirse para volver a ser una fuerza viable. Y la decisión inicial del foxismo de proponerle al PRI “cogobernar el cambio” tuvo como razón de ser su empeño en evitar la posibilidad de una alternancia en el año 2006 a favor de la izquierda. A la larga, la consecuencia de la falta de un acuerdo democrático mínimo entre PAN y PRD previo a la alternancia, fue darle al PRI un “segundo aire”, hacer casi imposible la reforma del Estado y abrir la puerta a un retorno del antiguo partido de Estado a la presidencia, pero de un retorno legitimado ya por los procesos democráticos establecidos en 2000. Visto desde esta perspectiva, para el PRI el foxismo resultó una oportunidad que pocos partidos autoritarios, si es que alguno, han tenido en este nuevo siglo.


La transformación de las instituciones encargadas de la organización y vigilancia del proceso fundamental de la democracia política, el voto libre y en condiciones de equidad y competencia real, probaron ser relativamente efectivas. Sin embargo, el Instituto Federal Electoral (IFE), al renovar su dirigencia ya en la época democrática, resultó ser menos ciudadano de lo que hubiera podido ser —el dominio de las influencias del PRI y del Partido Acción Nacional (PAN) entre sus consejeros, es tan evidente como desafortunado. Por otra parte, las decisiones del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) en torno a elecciones estatales con resultados dudosos tendieron cada vez más a favorecer al PRI. Como sea, la relativa limpieza de las elecciones a nivel federal, contrasta con la sordidez que aún impera en los procesos electorales de algunos estados, como Oaxaca, por poner el ejemplo más conspicuo, donde aún está por darse la alternancia y donde el control ininterrumpido del PRI ya supera los tres cuartos de siglo. El proceso para desterrar las viejas prácticas de elecciones tramposas todavía no se completa al nivel local.


La división tripartita del poder en el congreso y en los estados y la ausencia de un acuerdo sustantivo entre PRI, PAN y PRD en torno a la modernización de la política mexicana, dio por resultado la neutralización de muchas iniciativas de reforma. La ausencia de los resultados de la acción del gobierno una vez que se inauguró la democracia, confirmó entre la opinión de los ciudadanos que la clase política mexicana en su conjunto era mediocre e incapaz y puso de relieve la existencia de una crisis de representatividad. El sistema de partidos de la novel democracia mexicana está dominado por un conjunto de oligarquías burocráticas cuyo primer interés no es el servicio a los ciudadanos sino la preservación de sus privilegios. A pesar de seguirse las reglas formales de la democracia, el resultado fue que los partidos se mostraron incapaces de dar respuesta a las exigencias de las bases sociales, exigencias que se dejaron acumular hasta convertirse en una sólida base de desencanto. Y si bien el presidente Fox conservó un nivel de aprobación notable pese a los pobres resultados de su gestión, ése no fue el caso con la clase política en su conjunto. Las encuestas de opinión pusieron al descubierto la escasa confianza ciudadana en instituciones fundamentales para la democracia como son los partidos políticos y el congreso federal.3 Pese a su explicable desencanto con el proceso político, en 2004 la mayoría de los mexicanos decía seguir manteniendo su apoyo a la democracia, aunque no de forma abrumadora.4


Ese aprecio de los mexicanos por la democracia —una forma de gobierno sin ancla en la historia del país— a pesar de las fallas de quienes han tenido la responsabilidad de echarla a andar, debe entenderse por el contraste del nuevo con el antiguo régimen. Y es que el pasado inmediato estuvo hecho de abusos y fracasos mayúsculos. En esta obra que tiene el lector en sus manos se subrayan algunos de los rasgos o momentos significativos de las administraciones de los antecesores cercanos a Fox y que sirven de marco de referencia para juzgar la visión que la opinión pública fue configurando de lo que siguió al 2 de julio de 2000. Las acciones de resistencia al cambio del autoritarismo en su última etapa no incurrieron en las brutalidades de 1968 o del “jueves de Corpus” pero sí en hechos como los de Acteal o Aguas Blancas, más los asesinatos “por goteo” de miembros del PRD en el salinismo. Sin embargo, el instrumento preferido de la resistencia de lo antiguo fue menos la represión y más el “gatopardismo”, es decir, el “cambiar para que todo siga igual”. El esfuerzo más notable en este sentido, por imaginativo y aventurado, fue el de Salinas de Gortari: montarse en la ola globalizadora y neoliberal, hacerla suya y acelerar la transformación de la economía para rejuvenecer y revitalizar el presidencialismo autoritario. Por la vía del Tratado de Libre Comercio de la América del Norte (TLCAN) —que modificó de raíz el proyecto nacional frente a Estados Unidos— Salinas intentó dar viabilidad a la apertura económica y a la privatización, y mediante el Programa de Solidaridad buscó otorgarle una fachada redistributiva, de justicia social, a lo que era, en esencia, un proceso acelerado de concentración del poder económico y político. Al final, la corrupción, característica original del régimen, echó por tierra el empeño. La gran crisis económica de 1995 fue resultado de decisiones políticas que buscaron darle a la coyuntura electoral de 1994 un rostro de prosperidad que no tenía base sólida, pues estaba montado en el ingreso de capital externo especulativo y que al irse repentinamente llevó, entre otras cosas, a la quiebra del sistema bancario mexicano y a la creación de esa enorme deuda colectiva que es el Fobaproa. En suma, el estilo autoritario de gobernar que prevaleció hasta poco antes de 2000, no sólo fue degradante para la vida pública mexicana sino también ineficiente.


Históricamente, la izquierda abanderó la democracia social pero tuvo grandes reservas con relación a la sustancia de la democracia formal. En el origen fue la revolución y no la votación, el medio que la izquierda propuso para transformar de manera efectiva y favorable para las clases mayoritarias las estructuras de poder político y económico. Sin embargo, a raíz de las denuncias del estalinismo y, sobre todo, de la desaparición por colapso interno de la URSS, esa forma de ver el proceso evolutivo de la sociedad y sus sistemas, tuvo que revalorar el papel de la política electoral. Es verdad que el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) —factor importante en la aceleración de las reformas políticas a raíz de su aparición pública en 1994— mantuvo un notable escepticismo en relación con la importancia del juego electoral y de partidos, pero el grueso de la izquierda ya no vio en la violencia revolucionaria una alternativa viable y se comprometió con las urnas. Sin embargo, el desempeño de la principal organización de la izquierda electoral, el PRD, dejó que desear desde la óptica de la propia izquierda democrática. Si entre 1988 y 2000 el movimiento encabezado por Cuauhtémoc Cárdenas fue el gran ariete de la lucha electoral democrática, al final el PAN y el foxismo —montados en la naturaleza conservadora de la cultura cívica mexicana— fueron los que se adelantaron para darle al PRI el golpe que lo hizo caer finalmente de la silla presidencial. Sin embargo, el desencanto posterior de una buena parte del electorado con la gestión del panismo-foxismo volvió a abrir para la izquierda —esta vez encabezada por el exjefe de gobierno de la capital, Andrés Manuel López Obrador— una oportunidad que no se presentaba desde 1988: la de la victoria electoral. Al final, la gran novedad en la vida pública mexicana en los comienzos del siglo XXI es la “incertidumbre democrática” que mantiene el triunfo o la derrota como posibilidad para las tres grandes fuerzas que dominan el panorama del México políticamente organizado.


El término incertidumbre es uno de los conceptos clave para entender la naturaleza del proceso político mexicano al concluir el primer sexenio del nuevo régimen. Se trataba de una incertidumbre muy diferente a la que había producido el caos del primer medio siglo posterior a la declaración de independencia o al que caracterizó a la Revolución mexicana. La incertidumbre contemporánea es nueva para el ciudadano mexicano y, en principio, no tiene nada de patológica, pues es del tipo propio no sólo de las democracias ya establecidas sino también de la posmodernidad en que se llevan a cabo los grandes procesos mundiales. La izquierda clásica siempre funcionó sobre la base de una gran certeza: pasara lo que pasara en el presente, el futuro estaba asegurado, pues era inevitable la derrota final del capitalismo y del fin de todo tipo de explotación del hombre por el hombre. Sin embargo, la dureza de una realidad que llevó a la implosión de la Unión Soviética como resultado de sus contradicciones internas, logró el derrumbe tanto del Muro de Berlín como del edificio teórico de la izquierda. La incertidumbre quedó instalada ahí donde antes había habitado la inevitabilidad del socialismo y del “hombre nuevo” del comunismo.


Una consecuencia de la derrota práctica y teórica del paradigma marxista fue un salto cualitativo de la confianza de la derecha en su dominio de la interpretación de la historia. La preponderancia de la economía de mercado y la estructuración de la lucha política dentro de los marcos democráticos llevaron a anunciar el “fin de la historia” en el sentido que se había venido desarrollando y a suponer que el porvenir sería la inevitable consolidación de la democracia liberal y del capitalismo como la única vía del desarrollo mundial.5 Sin embargo, las seguridades de la derecha tan pronto se enunciaron empezaron a diluirse; en efecto, el mercado no resultó tan eficiente como se supuso para asignar los recursos de manera socialmente aceptable ni el triunfo de la democracia fue tan rotundo. México, como el resto de las casi dos centenas de sociedades nacionales, se encaminó a encontrar su futuro en el siglo XXI sin las grandes certezas del pasado. Ya no se podía suponer la existencia de ninguna “ley de la historia” ni un camino predeterminado. En esas condiciones lo único que quedaba claro era que lo que se hiciera con la libertad conquistada dependía, en lo interno, de nuestras propias decisiones y de circunstancias externas sobre las que un país como el nuestro tenía muy poco control.


En suma, es posible y necesario construir la imagen de un futuro colectivo mejor que el pasado, pero hay que tener conciencia de que también es posible empantanarnos e incluso retroceder. El peso de la responsabilidad individual y colectiva es hoy mayor que antes justamente por tener más conciencia de que el abanico de posibilidades no es muy amplio —ya hemos perdido un tiempo histórico precioso— y que nada ha sido “escrito por el dedo de Dios”, que nuestro grado de libertad es significativo y que una nueva pérdida de oportunidades encontrará a los responsables principales entre nuestras propias filas, no fuera de México.




Octubre de 2005, México, D.F.







ESTADO Y SOCIEDAD



La sociedad civil


D el siglo XVIII en adelante, la preocupación fundamental de la filosofía y la teoría políticas liberales ha sido determinar la naturaleza de la relación entre el Estado y el individuo para que el primero no aplaste al segundo. El punto de partida de este liberalismo fue la Europa del capitalismo original, aquélla donde la monarquía absoluta había identificado su interés institucional con el de la nación y lo había impuesto a sangre y fuego sobre la nobleza, la iglesia, la burguesía y el pueblo llano. En esas circunstancias, para pensadores como Locke, Montesquieu o Rousseau, lo importante era crear un arreglo político donde el poder del príncipe y su burocracia tuvieran límites claros y eficaces, de tal manera que el individuo contara con protección institucional contra la natural arbitrariedad del poder político y asegurara así el espacio indispensable donde su libertad y su dignidad —los derechos del hombre— pudieran expresarse y florecer. Éste es el punto central y moralmente más atractivo del liberalismo, otros son, sin duda, más cuestionables.


De acuerdo con la teoría liberal —y con el sentido común—, es el individuo quien debe cuidarse y protegerse de la arbitrariedad y los abusos del Estado y no al revés; la diferencia abismal de poder entre uno y otro hace inevitable la situación. Sin embargo, de tarde en tarde ocurre lo contrario: es el Estado el que debe protegerse del individuo. En este caso se trata de algunos individuos que, por diferentes caminos, han logrado acumular tanto poder personal que pueden, y en ocasiones quieren, retar al Estado, sobre todo si éste es débil, afectando al interés común. Se trata, claro, de situaciones anómalas, verdaderas excepciones pero dignas de atención.


Desde un principio, en Estados latinoamericanos muy débiles, como fue el caso del nuestro después de la Independencia, aparecieron individuos excepcionalmente fuertes que tenían apoyo económico y político externo —en particular de Inglaterra— y se convirtieron en prestamistas de gobiernos en bancarrota, con lo cual lograron tener a los presidentes en su puño. En México, empresarios como Barron, Forbes o Mackintosh contaban con más recursos que el gobierno. Sus empresas controlaron aduanas, cobraron impuestos o acuñaron moneda, todas ellas actividades propias del Estado, no de particulares.


Cuando el poder político termina por consolidarse en México y se concentra en manos tan fuertes como las de Benito Juárez o Porfirio Díaz, entonces y sólo entonces se experimentó en México, a plenitud, el problema clásico del Estado fuerte y el individuo débil; en efecto, llegado el caso, ningún hacendado o empresario extranjero pudo ya, como persona privada, confrontar de manera directa y con éxito al presidente Díaz.


Tras la Revolución de 1910, y aunque sólo brevemente, volvió a surgir en México el problema del individuo más fuerte que el Estado. En efecto, entre diciembre de 1928 y mediados de 1935 el general y expresidente Plutarco Elías Calles, a pesar de ser en apariencia un simple ciudadano, fue quien, como Jefe Máximo de la Revolución, tomó todas las decisiones políticas importantes. Es posible que, en épocas más cercanas, Carlos Salinas tuviera en mente al expresidente Calles como modelo a imitar, pero el Estado mexicano era ya muy diferente del de sesenta años atrás y, en cualquier caso, la posibilidad de un nuevo “maximato” se vino abajo como resultado de los desastres de ese año.


En principio, situaciones como las descritas sólo tienen lugar en sistemas políticos débiles y no en los fuertes y donde existe un auténtico estado de derecho. En estos últimos no se espera que ningún individuo, por sí mismo, pueda desafiar abierta y directamente al poder estatal y salirse con la suya.
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Alexis de Tocqueville (1805-1859), el aristócrata francés que elaboró una de las más originales interpretaciones del sistema político estadunidense, señaló que una de las características notables de esa nueva nación era la proclividad de sus ciudadanos a organizarse a la menor provocación y dar forma a asociaciones lo mismo para organizar una fiesta que para construir una iglesia o proponer una legislación. Y concluía: “Cuando se trata de llevar a cabo una nueva empresa, en Francia encabeza el esfuerzo el gobierno y en Inglaterra un miembro de la clase propietaria pero en Estados Unidos lo más seguro es que sea una asociación [creada exprofeso]”.1


No es necesario ser experto en teoría política para comprender la importancia que tiene la existencia de una red de organizaciones creadas por la propia voluntad e iniciativa de los ciudadanos para influir en ese mar de acontecimientos que constituyen la “cosa pública”. La comparación y la experiencia demuestran que la calidad de la vida colectiva aumenta en la medida en que es mayor la densidad de esa red de asociaciones voluntarias, dedicadas a la formación, educación y movilización de la opinión pública. En sociedades donde existe una fuerte tradición de organización voluntaria e independiente, la democracia tiene mayores posibilidades que en aquéllas donde está ausente.


En ese mundo de asociaciones que llamó la atención de Tocqueville, las de carácter político eran sólo parte de un todo enorme. Esa “ilimitada libertad” de los estadunidenses para organizarse despertó en el observador francés una mezcla de admiración y temor, y sospechó que no cualquier nación o sistema político podía resistir las tensiones generadas por esa práctica “extrema” de la libertad. Sin embargo, Tocqueville supuso, de manera acertada, que la democracia política, al dar al gobierno el respaldo moral de la mayoría, imponía un límite real a la acción de las organizaciones que se deciden marchar a contrapelo de la mayoría.2


En nuestra revisión del tema debe quedar claro que, como en el caso de casi todos los conceptos de las ciencias sociales, no hay una definición única de Sociedad Civil (SC). El nacimiento del concepto arranca, como tantos otros, de la Grecia clásica, pero su definición actual se la debemos a Hegel. En cualquier caso, a lo que la SC hace referencia es a un tipo de mediación entre el mundo de la política a nivel del Estado y el mundo del mercado en las sociedades modernas. Las organizaciones de ciudadanos que buscan proteger los derechos de los deudores, preservar la identidad de las etnias, rescatar a los niños de la calle, apoyar a los discapacitados, ampliar los espacios de autonomía y desarrollo de las mujeres, defender el derecho de los homosexuales a su estilo de vida, proteger los derechos humanos, detener la destrucción del medio ambiente, constatar que las elecciones cumplan con las reglas de legalidad y equidad democrática, y muchas cosas más, constituyen un conjunto de agrupaciones que son políticas pero sin ser parte del Estado, y que algo tienen de económicas, aunque sin operar por y para el mercado. A eso es a lo que llamamos sociedad civil. Se trata de un abigarrado tejido de estructuras que movilizan la energía, la imaginación y la voluntad de los ciudadanos más activos, que libremente unen sus fuerzas para influir en la acción del Estado y para actuar ahí donde el mercado se muestra insensible a los problemas sociales, pero sin una dirección central, sin un proyecto único.


La SC como una fuerza central, tal y como la describieron Tocqueville o Hegel, es un fenómeno que sólo pudo nacer y alcanzar su plenitud con el advenimiento del mundo moderno, una vez destruido el sistema feudal y absolutista por parte del capitalismo y surgir los nuevos conceptos como mercado, individualismo y derecho. Sólo en el pluralismo creado por la sociedad capitalista fue posible y necesario fundar ese entramado institucional —sin guía única ni centro y siempre en proceso de cambio y adaptación— para mediar entre la estructura estatal y la del mercado en una sociedad dividida por clases y diferencias regionales y culturales, pero ligada por una estructura legal. La SC permite construir y mantener un espacio para que esos átomos que son los individuos desarraigados de sus viejas estructuras comunales puedan encontrar nuevas formas de unión, comunidades de interés a las cuales asirse para no naufragar en el mar de la anomia, es decir, de la vida sin solidaridad.


Desde el siglo XIX el socialismo ofreció otra salida a los males del capitalismo, una salida más radical y completa: la de la revolución para superar al propio capitalismo y a toda la enajenación resultado de esa separación entre el individuo y el fruto de su trabajo. Esa revolución llegó al despuntar el siglo XX y el socialismo se fue construyendo a golpes de hoz y martillo, pero el resultado fue muy distinto del prometido por esa utopía. El “socialismo real” fue tan o más enajenante que el capitalismo, y su brutalidad quedó impresa para siempre en la memoria colectiva por la vía del GULAG. En cualquier caso, el socialismo nacido de la revolución bolchevique ya desapareció, pero lo que no ha desaparecido es justamente lo que lo hizo surgir: el sentimiento de injusticia sustantiva y sus causas: la explotación y la ausencia de solidaridad humana más allá del núcleo básico, es decir, el familiar.


Entre nosotros la SC es utopía porque aún no existe, al menos no del todo, pero no es utópica porque puede existir. Aunque la SC es una forma de participación política muy distinta de la que históricamente ha dominado en México.


En contraste con Estados Unidos, la historia mexicana es la de una sociedad donde, hasta hace muy poco, las organizaciones sociales importantes no eran resultado de la libre voluntad de los individuos, sino estructuras corporativas que se les impusieron para controlarlos y atomizarlos, dentro de redes organizativas creadas desde la cúspide del poder, para fines que sus miembros no habían elegido y con mecanismos sobre los que tenían poco o ningún control. Ése fue el tipo de estructuras que confinaron a los habitantes de Nueva España —la Iglesia católica, las comunidades indígenas, las cofradías, los gremios, los consulados de comerciantes o mineros, las universidades, etcétera.


Con la Independencia y la Reforma las cosas cambiaron pero no mucho, pues, al final, en el centro estaban un par de organizaciones que no eran las propias de una sociedad liberal y democrática sino unas muy distintas: lo que quedaba de las comunidades indígenas y la gran hacienda que convivieron en un diálogo muy conflictivo; aquí, los sindicatos y mutualidades apenas si contaron.


En el siglo XX, como producto de la Revolución mexicana y el populismo, surgieron los sindicatos, las organizaciones ejidales y campesinas, las confederaciones de industriales o de comerciantes, los colegios de profesionales, etcétera; pero todos ellos, abierta o soterradamente, fueron subsumidos en esa estructura omnipresente que se decía partido, pero que no era parte sino el todo: el PNR-PRM-PRI.


Por un lado estaban los sectores de un partido de Estado: Confederación Nacional Campesina (CNC), Confederación de Trabajadores de México (CTM), Confederación Nacional de Organizaciones Populares (CNOP), y por el otro las organizaciones empresariales creadas por ley —las cámaras— pero también las que surgieron de la voluntad de los empresarios: Confederación Patronal de la República Mexicana (COPARMEX), Consejo Coordinador Empresarial (CCE), Consejo Mexicano de Hombres de Negocios (CMHN), etcétera. Y como en la época colonial, el sistema priísta buscó que la vida política transcurriera sin movilizaciones, sin independencia de los actores y que se dejara la política en manos del partido y de una burocracia centralista. Y si bien ya no había un monarca absoluto, estaba un presidente-sol alrededor del cual giraban todos los cuerpos organizados. El ciudadano existía mucho en los documentos y el discurso pero poco en la realidad.


En ese arreglo, el actuar fuera de las organizaciones aceptadas por el poder o salirse de las órbitas autorizadas por la presidencia, o por su equivalente local, provocaba una reacción que combinaba represión con cooptación, lo que mantenía a la sociedad mexicana desmovilizada. Fue sólo como resultado de la catástrofe económica de 1982 que la imposibilidad del grupo en el poder de encontrar un nuevo esquema que devolviera el vigor a la economía produjo las grietas por donde la sociedad empezó a colarse para actuar políticamente.


En los ejemplos mencionados, el individuo y su libre albedrío en asuntos políticos —es decir, el ciudadano— brilló por su ausencia. Y sin el entramado de organizaciones voluntarias que se nutran de la energía ciudadana, encauzada por la legalidad y que mediante la discusión y la movilización influyan en la naturaleza y dirección del poder político —el gobierno y los partidos—, la vida democrática es, de hecho, imposible. El corporativismo posrevolucionario mexicano resultó ser la forma de organización propia de un autoritarismo, de la cultura del súbdito y no del ciudadano.


Aquellos que en México y en América Latina toman del concepto de SC su parte normativa, además de su capacidad de describir y explicar un aspecto de la realidad moderna, buscan en el desarrollo de la organización y movilización de y desde la base ciudadana, el camino para arribar a una sociedad distinta de la actual, aunque sin caer en el pensamiento utópico. Quienes hoy actúan en función de dar mayor vitalidad a la aún muy débil SC mexicana, parten del supuesto de que no tiene sentido práctico, pero tampoco moral, insistir en la construcción a sangre y fuego de la sociedad libre de contradicciones y del “hombre nuevo”. Se sabe ya que ese empeño en dar forma por la vía de la violencia revolucionaria a la sociedad perfecta ha desembocado en el totalitarismo, la guerra y la destrucción masiva. Sin embargo, sería igualmente repugnante aceptar, sin más, el triunfo del mercado en su modalidad del neoliberalismo y la globalización. Aunque ese mercado global no construye campos de concentración o de trabajos forzados al estilo de Hitler o Stalin, sus víctimas —los pobres y pobres extremos que hoy constituyen más de la mitad de los habitantes del planeta— son tan reales como las de los totalitarismos del pasado.


En México y en buena parte del mundo hay un malestar evidente frente a una concepción de la política en donde los que toman por sí y ante sí las decisiones que constituyen el entorno en el que transcurren las vidas del hombre común, son las grandes burocracias del gobierno y los partidos. Ese malestar se agudiza cuando esas burocracias son corruptas, irresponsables y no particularmente competentes, como las de México.


La creciente desconfianza y el rechazo a la “gran política” y al “gran discurso” —mismos que en realidad son de una sorprendente pequeñez intelectual y moral— es la fuerza que está detrás del impulso antiautoritario que se va extendiendo por la sociedad mexicana y empieza a dar forma, por fin, a la SC y a la modernidad política. La autonomía de la sociedad —la capacidad de grupos ciudadanos de actuar sin pedir permiso a la estructura tradicional de autoridad— lleva como conclusión inevitable la exigencia de la construcción del verdadero respeto a la legalidad, tan ajeno a nuestra tradición.


El “espacio público” democrático sólo podrá consolidarse cuando exista una SC que lo haya conquistado y pueda defenderlo. El embrión de la SC ya existe, pero aún debe desarrollarse en un ambiente donde el cumplimiento de la ley está ausente. Sin embargo, en la medida en que la movilización ciudadana independiente sobreviva y se institucionalice, la SC se hará una realidad entre nosotros y la impunidad reducirá sus espacios.


En la actualidad, la sociedad mexicana puede por fin actuar y movilizarse por sí misma mediante cauces institucionales (aunque no todas las arenas locales tienen un grado similar de libertad). Sin embargo, falta un mayor impulso a la organización social independiente. Las organizaciones no gubernamentales (ONG) pueden parecer muchas, sobre todo si se compara con las que había hace veinte o treinta años, pero si comparamos nuestra situación con la de las democracias maduras resultan ser aún muy pocas. Salvo por votar, el grueso de los mexicanos sigue sin actuar políticamente, y por importante que sea, el voto por sí solo no es suficiente. En buena medida el futuro de México depende del resultado de la lucha por consolidar a una SC eficaz, pues sin ella la democracia no estará segura.


Hoy la vida política en México se carga, cada vez más, hacia la democracia, pero aún depende de las acciones ya no de un presidente autoritario, sino de las oligarquías que mal dirigen los partidos. Y esos partidos, con muy poca legitimidad entre los ciudadanos, son los que se apropian de las decisiones vitales sin que la sociedad mexicana esté presente y sea tomada en cuenta en el momento oportuno. En ningún país el congreso es un representante fiel de su sociedad, menos aún en México. Los medios de información son canales de expresión de la pluralidad, pero no espejo fiel de los intereses del caleidoscopio social. Por tanto, la vida democrática, para ser tal, requiere además de la división de poderes y de unos medios de información plurales, de la organización y movilización independiente de la sociedad. Ahora, cuando por fin los mexicanos hemos superado la añeja condición de súbditos, es necesario asumir activamente el papel de ciudadano, votando pero también marchando, formulando demandas, haciendo juicios, exigiendo responsabilidades, creando y alimentando a las ONG. En fin, si en términos generales nuestra clase política pocas veces ha estado a la altura de su desafío histórico, que no se diga lo mismo de la sociedad mexicana en su conjunto.


Semidemocracia, riesgo latente


Es evidente que México ha cambiado mucho en términos políticos durante los últimos años, pero ese cambio no debe confundirse con la democracia plena. En términos políticos, lo que hoy tiene lugar en el país es, entre otras muchas cosas, producto de la tensión entre el proceso de cambio de un sistema de organización del poder ya gastado, inviable e ilegítimo, y los pasos iniciales de la construcción y consolidación de un nuevo sistema democrático que, esperemos, sea irreversible.


En teoría, siguiendo las propuestas de los profesores Philippe C. Schmitter y Nicolas Guilhot3 la transición como cambio de un tipo de régimen a otro es un proceso que conviene distinguir de aquel que tiene como meta la consolidación de lo nuevo. En el primer caso, el objetivo es muy específico, temporal y destructivo: desmantelar en el menor tiempo posible a las instituciones antiguas, disfuncionales e inestables. En contraste, en el proceso de la consolidación el objetivo es constructivo, de largo plazo y consiste en hacer arraigar en la sociedad nuevas normas de conducta —más legítimas— y sus marcos institucionales.


Se trata de un proceso inevitablemente caótico, lleno de choques, estridencias y peligros. Es por ello que los dos procesos deben estudiarse como fenómenos relacionados pero separados. Y la distinción es obligada, en primer lugar, porque los actores centrales y los medios de lucha de uno y otro proceso no suelen ser los mismos. En el proceso de cambio o transición el papel principal, señalan Schmitter y Guilhot, lo desempeñan los líderes y sus grupos; las relaciones son de choque directo de poderes y lo impredecible de la dirección del cambio es la característica fundamental de ese —de este— tiempo. En contraste, en la consolidación el papel central corresponde a los procesos de institucionalidad, pues conforme avanza el proceso también aumenta la predictibilidad y la estabilidad de la vida política.


En el caso de México es posible afirmar que desde 1916, fecha en que se pusieron los cimientos de un nuevo orden y hasta antes del 2 de julio de 2000, las elecciones no fueron nunca la fuente primaria del derecho a gobernar, sino un mero trámite, puesto que la decisión de quién sucedería al presidente en turno no pasaba por las urnas. Hasta antes de ese 2 de julio, lo determinante en México era lo implícito, lo que no estaba en las leyes sino en unas costumbres antidemocráticas muy arraigadas.


Como sabemos, el régimen que nació de la rebelión maderista de 1910 y terminó por darle al país una estabilidad sin igual, desde su inicio relegó, de hecho, los valores de la democracia política y después del sexenio del presidente Lázaro Cárdenas también perdieron significado los de la democracia social. En la práctica, el régimen de la Revolución mexicana se convirtió en uno de partido de Estado, autoritario, irresponsable, corrupto y constructor de una estructura social desigual e injusta. Su nacionalismo, real en el inicio, fue perdiendo prestigio hasta quedar arrumbado, cuando su clase política se vio obligada a abrazar la ideología de la globalización como la única vía para dar oxígeno a un sistema que tenía escasas probabilidades de sobrevivir tal cual.


Desde 1968 se hizo evidente que existía un talón de Aquiles en el orden establecido. Asimilar este hecho desde la memoria colectiva fue crucial, pues, en 1994, al estallar la rebelión neozapatista en Chiapas, la movilización dentro y fuera de México, que exigió una solución pacífica, hizo evidente que había dejado de ser redituable apagar ese incendio social con los antiguos métodos empleados en las montañas de Guerrero, en la plaza central de San Luis Potosí, en Tlatelolco o en la calzada México-Tacuba de la capital. Cuando en los últimos años del siglo XX las circunstancias obligaron al PRI a dar la batalla a sus adversarios con armas que no le eran propias —las de la democracia electoral—, el país entró en una corta pero fructífera etapa de semidemocracia, preludio de la notable jornada del 2 de julio de 2000.


¿A quién o a qué atribuir el hecho de que el último régimen mexicano haya caído sin una violencia generalizada como en el pasado? Ese cambio no tuvo un solo actor individual o colectivo, sino la conjunción de ambos. Los pocos que mostraron estar dispuestos a llegar hasta las últimas consecuencias en su rechazo al monopolio ejercido por el partido de Estado fueron los neozapatistas; los que desde decenios atrás apostaron al cambio gradual y democrático, como los panistas; pero también los empresarios medios que enfrentaron al PRI y dieron vida al neopanismo; los que, en 1987, abandonaron el PRI para unirse a una izquierda que también había aceptado la vía electoral para llegar al poder y dieron forma al FDN primero y al PRD después, y no desistieron a pesar del fraude y la violencia que se ejerció contra ellos; un presidente tecnócrata que aun cuando surgió de la antidemocracia priísta tuvo perspectiva histórica y el ánimo suficiente para no oponerse “hasta el final” al asalto democrático; una sociedad civil de formación reciente pero llena de energía; y las circunstancias internacionales posteriores a la guerra fría que ya no vieron en la democracia al sur del Bravo el brote inminente del comunismo en la región.


Haber logrado echar a andar el mecanismo de la democracia política en México fue una empresa difícil y de varios decenios. Pues bien, la siguiente etapa de ese proceso, aquella que inició a partir de 2000 —la de la consolidación de la democracia política—, no ha sido menos difícil. Y aunque el discurso presidencial mantenga un tono optimista, los indicadores disponibles sugieren que debemos prepararnos para otra tarea laboriosa, accidentada y de final incierto.


Larry Diamond señala que si en las democracias de creación reciente como la nuestra no se avanza en su profundización, se retrocede.4 La esencia de la consolidación democrática consiste en lograr que a pesar del natural e inevitable conflicto de intereses entre los actores políticos, finalmente se logre establecer entre ellos un compromiso tan rutinario como profundo y sin reservas frente a los métodos y valores de la democracia.


En el ámbito de la gran base social y según el análisis que hace Diamond del proceso mundial, es necesario que cuando menos 70 o 75% de los ciudadanos acepte que, efectivamente, no hay mejor alternativa política que la democracia para resolver los problemas colectivos y desarrollar al país. Los enemigos de la democracia, añade, habrán de sumar menos de 10%. Ahora bien, en este punto básico los mexicanos aún necesitamos avanzar. En las elecciones presidenciales de 2000 participó 64% de los empadronados y de ellos 36% dio su apoyo al viejo régimen del PRI; si quitamos votos nulos, resulta que poco menos de 40% apoyó activamente el cambio de régimen. Por otro lado, las encuestas de opinión muestran que, en principio, en México el sistema democrático tiene un respaldo mayoritario pero no contundente. En efecto, una encuesta de septiembre de 2000, cuando el PRI ya había sido derrotado, señala que sólo 57% prefería la democracia a cualquier otra forma de gobierno, 17% no sabía qué deseaba, 14% le daba lo mismo democracia que autoritarismo y, por último, 12% francamente se manifestó a favor del autoritarismo.5 Si los indicadores de Diamond son válidos, resulta que en la base de la sociedad mexicana subsiste una franja minoritaria que no está comprometida con el sostenimiento del nuevo régimen, es decir, con valores como la tolerancia, la igualdad o el respeto a la ley. Este problema se repite y refuerza cuando deja de enfocarse al conjunto ciudadano y la atención se fija en las elites y los actores colectivos: partidos, sindicatos, organizaciones empresariales, profesionales, estudiantiles y todo el universo que forman las organizaciones no gubernamentales.


En este sentido los indicadores de la aceptación o el rechazo de la democracia pueden dividirse, al menos en dos grandes campos. Por un lado están las declaraciones y por otro las acciones. Es evidente que por el lado de las expresiones públicas la democracia mexicana no tiene muchos problemas, pues hay una gran unanimidad entre las elites: prácticamente todos sus miembros dicen tener un gran compromiso con la democracia: el presidente y su equipo, los dirigentes de los partidos políticos o de los sindicatos, los obispos, los líderes empresariales, los intelectuales, los artistas, los jefes militares, los periodistas, etcétera.
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